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Resumen: el objeto del estudio es reflexionar sobre la relación 
ambiente/ energía y su conexión con los derechos fundamen-
tales desde una visión sistémica para contar con elementos 
para el derecho a la energía con un enfoque de derechos huma-
nos y para dar cumplimiento a los compromisos internaciona-
les que los sustentan, incluyendo el camino hacia los objetivos 
de desarrollo sustentable. Derechos fundamentales, derechos 
humanos y el derecho al desarrollo sustentable serán el eje so-
bre el cual se construirán las propuestas que serán claves para 
el derecho a la energía.

Abstract: the purpose of the study is to reflect on the rela-
tionship between environment and energy and its connection 
with fundamental rights from a systemic perspective in order 
to have elements for the right to energy with a human rights 
approach and to comply with the international commitments 
that support them, including the path towards the sustaina-
ble development goals. Fundamental rights, human rights and  
the right to sustainable development will be the axis on which the  
proposals that will be key to the right to energy will be built.
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I. Nota introductoria

El objeto del presente análisis es abordar el derecho al medio 
ambiente sano en sus vertientes de bienestar y energía para el 
desarrollo sustentable como los grandes temas para construir  
el constitucionalismo para la democracia del siglo xxi, dentro del 
XVI Congreso Iberoamericano de Derecho Constitucional.

Los derechos fundamentales vinculados a la energía se co-
nectan con soberanía energética y con el reconocimiento de los 
recursos energéticos como bienes nacionales. Al ser la nación 
la titular de los recursos energéticos tiene que considerar como 
derecho fundamental la preservación, protección y restauración 
del ambiente a partir de la responsabilidad por daño ambiental, la 
contaminación, el deterioro de los recursos naturales, la pérdida 
de biodiversidad, que generan efectos adversos a los bienes na-
cionales y que deben ser considerados para el aprovechamiento 
sustentable de la energía.

Bajo la perspectiva del reconocimiento de la energía como un 
bien para la satisfacción de las necesidades básicas, con el enfo-
que de derechos humanos se genera la posibilidad de establecer 
un derecho humano al acceso a la energía bajo esquemas de soli-
daridad e innovación tecnológica.
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Para lo anterior es necesario cumplir con las metas de los ob-
jetivos del desarrollo sustentable que a nivel internacional se en-
cuentran reconocidos.  Nuestra Constitución en los artículos 25, 
26 y 27 considera a la energía como un bien nacional y producti-
vo que se encuentra bajo los derechos fundamentales asociados a 
los objetivos legítimos de interés público1 lo que implica que toda 
persona tiene derecho a la energía para su bienestar y el logro del 
desarrollo sustentable del país.

II. Derechos fundamentales  
y derechos humanos

2.1. Derechos fundamentales  
y derechos humanos

Los derechos fundamentales han sido objeto de análisis y dis-
cusión en los últimos años entre los constitucionalistas, debido 
a la irrupción de los derechos humanos como una nueva forma 
universal de considerar a aquellos principios que se consideran 
inmanentes y que se encuentran reconocidos en el ámbito na-
cional. “Deben ser entendidos como un sistema jurídico único 
a nivel interno e internacional mediante el cual se realiza una 
protección amplia y efectiva de la dignidad humana, y de los de-
rechos a la libertad, la justicia y la paz de los cuales es titular todo 
ser humano por el sólo hecho de ser persona”.2

En el debate se pone en la mesa que los derechos fundamen-
tales sean exigibles, de no serlo, se pueden convertir en buenas 
intenciones, en un listado de postulados cuyo cumplimiento 
efectivo no es posible. La doctora Pilar Hernández señala clara-
mente esta confusión cuando nos dice que hay un “uso equívoco 

1	 Diario Oficial de la Federación, Ley de Infraestructura de la Calidad, art. 10, 
publicada el 1 de julio de 2020.

2	 Sotillo Antezana, Aquiles Ricardo, “La nueva clasificación de los de-
rechos fundamentales en el nuevo constitucionalismo latinoame-
ricano”, Revista Ciencia y Cultura, La Paz, año IXX, núm. 35, 2015, 
pp.163-183, http://www.scielo.org.bo/scielo.php?script=sci_arttext&pi-
d=S2077-33232015000200009&lng=es&tlng=es
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que se realiza en torno al concepto de derechos fundamentales, el 
papel que estos juegan en la Constitución y las dimensiones vi-
gentes.3 Otra confusión aparece entre las garantías y los derechos 
fundamentales al respecto se puede decir “que las garantías son 
derechos fundamentales, pero no todos los derechos fundamen-
tales son garantías”.4 Las garantías se encuentran en el derecho 
a exigir la protección de los derechos y los mecanismos y princi-
pios para ello, los derechos fundamentales son sustantivos y las 
garantías adjetivas.

La división entre derechos fundamentales y derechos huma-
nos ha trascendido a la clasificación de los derechos. Karl Vasak5 
señaló que “Los derechos que la Declaración Universal estatuye 
pertenecen a ambas categorías: derechos civiles y políticos, por 
un lado, y derechos económicos, sociales y culturales, por otro 
y presentó una clasificación de derechos fundamentales por ge-
neraciones, los derechos fundamentales fueron clasificados en 
derechos de primera generación (civiles y políticos), de segunda 
generación (económicos, sociales y culturales) y de tercera ge-
neración (colectivos y de medio ambiente) que ha sido debatida 
y malentendida, queriendo darle un contenido histórico que no 
coincide con la evolución de los derechos y su reconocimiento.6 
Los derechos no tienen jerarquía o prelación por lo que la visión 
de derechos de cada generación pareciera que se superponen 
unos a otros, al respecto Vasak señala: “Mientras los derechos de 
la primera generación (civiles y políticos) se basan en el derecho 
a oponerse al Estado y los de la segunda generación (económi-
cos, sociales y culturales) en el derecho a exigir al Estado, los de-
rechos humanos de la tercera generación que ahora se proponen 
a la comunidad internacional son los derechos de la solidaridad”.7

3	 Hernández, María del Pilar, “Constitución y Derechos Fundamentales”, 
Boletín Mexicano de Derecho Comparado, México, vol. 1, núm. 84, enero de 
1995, https://doi:10.22201/iij.24484873e.1995.84.3388 

4	 Ibidem.
5	 Vasak, Karl, “La Larga Lucha de los Derechos Humanos”, El Correo UNES-

CO, París, noviembre de 1977, pp. 29-32.
6	 Sotillo Antezana, op. cit.
7	 Vasak, Karl, op. cit., p. 29.
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El binomio ambiente/energía tiene como fundamento a los 
derechos fundamentales a partir de los siguientes instrumentos 
internacionales:

•	 Los derechos humanos derivados de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos en el que destaca el ar
tículo 3º que establece “Todo individuo tiene derecho a la 
vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”.8

•	 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PI-
DCP) que establece en el artículo 1º inciso 2. “Para el lo-
gro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libre-
mente de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio 
de las obligaciones que derivan de la cooperación econó-
mica internacional basada en el principio de beneficio re-
cíproco, así como del derecho internacional”.9

•	 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales (PIDESC).  En el que los artículos 11 y 12 
dan fundamento a los temas del presente estudio en los 
que reconocen el derecho de toda persona a un nivel de 
vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, 
vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de 
las condiciones de existencia y el derecho fundamental 
de toda persona a estar protegida contra el hambre, con  
programas concretos, mejorar los métodos de produc-
ción, conservación y distribución de alimentos mediante 
la plena utilización de los conocimientos técnicos y cien-
tíficos, de modo que se logren la explotación y  utiliza-
ción más eficaces de las riquezas naturales; y el derecho 
de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de 
salud física y mental y para el mejoramiento en todos sus 
aspectos de la higiene del trabajo y del medio ambiente.10

8	 ONU, Asamblea General, Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
art. 1, Paris, 1948, http://www.un.org/en/universal-declaration-human-ri-
ghts/, de 2024.

9	 ONU, Asamblea General, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
Resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966, Serie de Trata-
dos, vol. 999, p. 171, https://www.refworld.org/es/leg/multilateraltreaty/
unga/1966/es/129164

10	 ONU, Asamblea General, Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales, Resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966, 
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Los derechos fundamentales y el enfoque de derechos huma-
nos frente al binomio ambiente/energía requieren tomar como 
base los instrumentos internacionales señalados que definen la 
relación entre el ciudadano y el Estado y de los que se deriva el 
siguiente esquema:

Declaración Universal de los Derechos Humanos

Derechos civiles y políticos
Derechos económicos, sociales y 
culturales

Derechos de libertad Derecho de igualdad

Derecho de oponerse al Estado Derecho a exigir al Estado

Derecho de defensa y acudir a 
tribunales

Derecho de participación en la 
toma de decisiones en asuntos 
públicos

Protección particular Protección de la colectividad

Derecho de los titulares de dere-
chos 

Derecho de usuarios, beneficia-
rios y consumidores

Unipersonales y casuísticos Programáticos

Fuente: elaboración propia.

Los derechos fundamentales, tienen como base a la Decla-
ración Universal de los Derechos Humanos asumen diferencias 
a partir de su calidad de derechos civiles y políticos y su consi-
deración como derechos económicos, sociales y culturales, en el 
primer caso es la esfera de la dignidad humana en el ejercicio de 
sus libertades y en el segundo caso son los derechos vinculados 
al desarrollo económico, con igualdad de derechos y oportunida-
des. En ambos casos son derechos fundamentales y en este sen-
tido tenemos que recordar lo que señala el maestro Héctor Fix 
Zamudio:

Estoy convencido de que el ordenamiento jurídico no constituye 
el único medio para lograr la tutela de los derechos fundamenta-
les, pues ésta únicamente sería nominal sin la activa participación 
tanto de las autoridades públicas de todos los niveles como de los 

Serie de Tratados, vol. 993, p. 3, https://www.refworld.org/es/leg/multilate-
raltreaty/unga/1966/es/129165
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diversos sectores sociales, en los que debe imperar una verdadera 
cultura de los derechos humanos. 11

2.2. Derechos humanos: ambiente y energía

Los derechos humanos vinculados al binomio ambiente/ener
gía son un presupuesto indispensable para el goce de los dere
chos fundamentales. Destacan en este sentido los derechos 
humanos vinculados al derecho de acceso a la energía. En la 
Observación General número 4 del Comité de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales de la ONU, que es el órgano facul-
tado para supervisar la aplicación del PIDESC, que determinó 
en el párrafo 8.b, 

b) Disponibilidad de servicios, materiales, facilidades e infraestruc-
tura. Una vivienda adecuada debe contener ciertos servicios indis-
pensables para la salud, la seguridad, la comodidad y la nutrición. 
Todos los beneficiarios del derecho a una vivienda adecuada de-
berían tener acceso permanente a recursos naturales y comunes, 
a agua potable, a energía para la cocina, la calefacción y el alum-
brado, a instalaciones sanitarias y de aseo, de almacenamiento de 
alimentos, de eliminación de desechos, de drenaje y a servicios  
de emergencia […].12

En el Artículo 4º de la Constitución se encuentran los dere-
chos humanos relacionados con el binomio/ambiente:

[…] Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva, sufi-
ciente y de calidad. El Estado lo garantizará 

[…] Toda Persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley 
definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de 
salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades 
federativas en materia de salubridad general, 

11	 Fix-Zamudio, Héctor, Protección jurídica de los derechos humano. Estudios 
comparativos, 2a. ed. aumentada, México, Comisión de Derechos Huma-
nos, 1999, p. 20.

12	 CESCR, Observación General núm. 4, E/1992/23, https://www.acnur.org/
fileadmin/Documentos/BDL/2005/3594.pdf
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[…] Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su 
desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el respeto a este derecho 

[…] Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamien-
to de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, 
salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho 

[…] Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y de-
corosa. La Ley establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a 
fin de alcanzar tal objetivo 

[…] Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfru-
te de los bienes y servicios que presta el Estado en la materia, así 
como el ejercicio de sus derechos culturales […] 13

En el caso de la jurisprudencia existen tesis aisladas que han 
abarcado los temas de medio ambiente y energía en relación con 
su carácter de derechos fundamentales y como derechos huma-
nos. En el caso del derecho humano a un medio ambiente sano 
reconocido constitucionalmente se planteó su relacionan los 
principios de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el 
Desarrollo la resolución señala:

Los principios 2, 3, 4, 7 y 15 de la Declaración de Río sobre el Medio 
Ambiente y el Desarrollo, surgida de la Conferencia de las Nacio-
nes Unidas reunida en Río de Janeiro, Brasil, del 3 al 14 de junio de 
1992, así como el informe B. en materia de desarrollo sostenible, 
brindan herramientas que permiten establecer la incorporación in-
trínseca de la sustentabilidad en el contexto del derecho humano 
a un medio ambiente sano, reconocido en el artículo 4o., párrafo 
quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, sobre un marco económico y social del desarrollo. Así, el 
principio constitucional de protección al medio ambiente sano y 
la obligación de garantizar su pleno ejercicio, conllevan incorpo-
rar un entendimiento central del concepto de sustentabilidad eco-
lógica con trascendencia jurídica, a fin de garantizar la utilización 
de los recursos naturales para las generaciones presentes y futu-
ras, en la inteligencia de que su importancia vital radica en evitar  
su deterioro, como una condición necesaria para el disfrute de 
otros derechos fundamentales. En consecuencia, la obligación del 
Estado de proteger dicha prerrogativa y disponer que sus agentes 

13	 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, art. 4.
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garanticen su respeto, implica compaginar metas fundamentales 
entre el desarrollo económico y la preservación de los recursos, 
mediante el desarrollo sustentable, que persigue el logro de los ob-
jetivos esenciales siguientes: 

(i) la eficiencia en la utilización de los recursos y el crecimiento 
cuantitativo; 

(ii) la limitación de la pobreza, el mantenimiento de los diversos 
sistemas sociales y culturales y la equidad social; y, 

(iii) la preservación de los sistemas físicos y biológicos —recursos 
naturales, en sentido amplio— que sirven de soporte a la vida de  
los seres humanos, con lo cual se tutelan diversos derechos inhe-
rentes a las personas, como los relativos a la vida, la salud, la ali-
mentación y al agua, entre otros.14

En el caso de la energía como “concepto de sustentabilidad 
ecológica con trascendencia jurídica”, se debe analizar si debe-
ría reconocerse el acceso a la energía eléctrica como un derecho 
humano debido a su importancia en la vida cotidiana y un presu-
puesto indispensable para el goce de múltiples derechos funda-
mentales, al respecto el Tribunal Colegiado del Primer Circuito 
resolvió:

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce 
derechos humanos económicos, sociales y culturales como la ali-
mentación nutritiva, suficiente y de calidad; la educación de cali-
dad; el acceso a los servicios de protección de la salud; un medio 
ambiente adecuado para el desarrollo y bienestar de las personas; 
la vivienda digna y decorosa; el acceso a la cultura; el acceso a la 
información y a sus tecnologías, así como a los servicios de radio-
difusión y telecomunicaciones, incluido el Internet; la libertad de 
expresión e imprenta; la libertad de profesión, industria, comercio 
y trabajo; entre otros. El ejercicio de estos derechos depende cada 
vez y en mayor medida del suministro de energía eléctrica. En efec-
to, en el estado actual del desarrollo científico y tecnológico, los 
satisfactores materiales e inmateriales (tangibles e intangibles), se 
encuentran estrechamente ligados a la energía eléctrica, la cual es 
usada en prácticamente todos los ámbitos de la actividad humana 

14	 Tesis XXVII.3o.16 CS, Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
22 de junio de 2018.
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para generar energía lumínica, mecánica y térmica, así como para 
el procesamiento de la información y la realización de las teleco-
municaciones. Por esta razón, el acceso a la energía eléctrica debe 
reconocerse como un derecho humano por ser un presupuesto in-
dispensable, al constituir una condición necesaria para el goce de 
múltiples derechos fundamentales.15

Como puede apreciarse los tribunales tienen muy clara la di-
ferencia entre los derechos fundamentales y la efectividad de su 
garantía como derechos humanos. En el caso del binomio am-
biente y energía estamos ante una combinación en el que tanto 
los derechos humanos ya reconocidos para su goce pleno requie-
ren de la energía entendida, como ya se expresó como “concepto 
de sustentabilidad ecológica con trascendencia jurídica” teniendo 
entonces a el derecho al medio ambiente sano, el derecho de ac-
ceso al agua y saneamiento para uso y consumo humano y el de-
recho a la alimentación, a partir del derecho de la energía como la 
trascendencia jurídica de la sustentabilidad, como una condición 
necesaria para el disfrute de otros derechos fundamentales.16

En este sentido cabe hacer dos preguntas claves para deter-
minar el carácter de los derechos fundamentales asociados al bi-
nomio ambiente/energía, para lo cual servirá de base el derecho 
de acceso a la electricidad: 

•	 ¿Se puede considerar el acceso a la electricidad como un 
derecho humano? La respuesta es afirmativa en tanto que 
la electricidad es un elemento esencial para el funciona-
miento de los servicios médicos, educativos y sociales, y 
su falta puede generar graves problemas de salud, seguri-
dad y desarrollo, lo que la convierte en un elemento fun-
damental para el bienestar y el desarrollo de las personas 
y las comunidades. Con él se garantizan y hacen efectivos 
otros derechos humanos como el derecho a la salud, el de-
recho a la seguridad social y el derecho a la educación. Sin 
embargo, el acceso a la electricidad es un derecho de ca-
rácter contractual cuyo origen es la forma en que se sumi-

15	 Tesis I.3o.C.100 K, Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 7 de 
diciembre de 2018.

16	 Tesis núm., XXVII.3o.16 CS (10a.). op. cit.
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nistra el servicio ya sea por un ente público o privado, que 
atiende a las necesidades e intereses de los contratantes.

•	 ¿Qué tipo de derechos implica el acceso a la electricidad? 
El acceso universal a la electricidad es fundamental para 
reducir la pobreza, promover el desarrollo sostenible y ga-
rantizar una vida digna para todos. Cerrar la brecha ener-
gética debe ser una prioridad clave en la agenda global. La 
falta de acceso a la electricidad puede generar situaciones 
de desigualdad y exclusión social, y puede afectar negati-
vamente el bienestar y el desarrollo de las personas y las 
comunidades, independientemente de la ubicación geo-
gráfica en que se encuentren que es la razón normativa 
para apoyar la difusión de la electrificación. Por ello es 
necesario entender a la electricidad como un derecho hu-
mano de acceso universal que debería postular: todos los 
seres humanos tienen derecho de acceso a la electricidad 
para satisfacer necesidades básicas.

Si bien las respuestas son afirmativas para el caso de la elec-
tricidad, se debe de considerar que, para poder tener derecho de 
acceso a ella y a cualquier otro tipo de energía, se requiere cono-
cer el origen de los recursos energéticos que la generan. Es aquí 
en donde surgen los aspectos ambientales asociados al tipo de re-
cursos energéticos, renovables o no renovables, su accesibilidad, 
el tipo de residuos que generan para considerarlas como limpias 
y las afectaciones adversas en los ecosistemas.

2.3. Derecho al desarrollo sustentable: sustentabilidad 
ecológica con trascendencia jurídica

El derecho al desarrollo sustentable es un derecho fundamental 
que garantiza el bienestar y el desarrollo de las personas y las co-
munidades, sin comprometer el equilibrio ecológico del planeta 
y a las generaciones futuras. Promueve la justicia social al abarcar 
tres dimensiones: económica, social y ecológica que, en combi-
nación, sostienen y sustentan al entorno para que sea saludable, 
viable y equitativo. Esto implica que los Gobiernos deben adoptar 
políticas y estrategias que promuevan el desarrollo sustentable y 
protejan el medio ambiente, como parte de la salvaguarda de los 
derechos humanos. Implica la gestión eficiente y sostenible de 
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los recursos naturales, y la garantía de su acceso a las personas y  
las comunidades. Se trata de la creación de “políticas públicas que  
deben promover las capacidades que permitan a las personas ha-
cer lo que quieren y ser las personas que quieren ser”.17

El fundamento constitucional del derecho al desarrollo sus-
tentable se encuentra en el Artículo 25 que en su primer párrafo 
señala:

Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional para  
garantizar que éste sea integral y sustentable, que fortalezca la So-
beranía de la Nación y su régimen democrático y que, mediante la 
competitividad, el fomento del crecimiento económico y el empleo 
y una más justa distribución del ingreso y la riqueza, permita el ple-
no ejercicio de la libertad y la dignidad de los individuos, grupos y 
clases sociales, cuya seguridad protege esta Constitución.

En el párrafo octavo del mismo artículo 25, reformado en 
2013 se establece: “Bajo criterios de equidad social, productivi-
dad y sustentabilidad se apoyará e impulsará a las empresas de 
los sectores social y privado de la economía, sujetándolos a las 
modalidades que dicte el interés público y al uso, en beneficio 
general, de los recursos productivos, cuidando su conservación y 
el medio ambiente”.18

Con estos principios constitucionales el derecho al desarrollo 
sustentable tiene como finalidad que la rectoría del desarrollo na-
cional sea integral y sustentable, logre una más justa distribución 
del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la libertad y 
la dignidad de los individuos, grupos y clases sociales, a partir de 
las modalidades que dicte el interés púbico y al uso en beneficio 
general de los recursos productivos. 

Cabe destacar que el concepto de desarrollo sustentable que 
establece la Constitución contiene las tres dimensiones de este: 
económica, social y ambiental. El ámbito económico se encuen-
tra en sujetar a las empresas del sector social y privado de la eco-

17	 Nussbaum, Martha, Crear capacidades. Propuestas para el desarrollo huma-
no, Madrid, Paidós, 2012, p. 80.

18	 Diario Oficial de la Federación, Reforma publicada el 20 de diciembre de 
2013.
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nomía a las modalidades que dicta el interés público, que consti-
tuye un reconocimiento de su carácter de derecho fundamental. 
El social que está supeditado al uso en beneficio general de los re-
cursos productivos. El ambiental cuando señala que para lo ante-
rior es necesario cuidar de su conservación y el medio ambiente.

El derecho al desarrollo sustentable tiene como fundamento 
al concepto de sustentabilidad ecológica con trascendencia jurídi-
ca, que señala el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito entendido 
como un: “concepto de sustentabilidad ecológica con trascendencia 
jurídica, a fin de garantizar la utilización de los recursos naturales 
para las generaciones presentes y futuras, en la inteligencia de que 
su importancia vital radica en evitar su deterioro, como una condi-
ción necesaria para el disfrute de otros derechos fundamentales”. 

El Tribunal determina cuál es la obligación del Estado de prote-
ger dicha prerrogativa y disponer que sus agentes garanticen su res-
peto, y considera que esto implica compaginar metas fundamenta-
les entre el desarrollo económico y la preservación de los recursos, 
mediante el desarrollo sustentable. Los objetivos esenciales son: 

i) la eficiencia en la utilización de los recursos y el crecimiento 
cuantitativo; 

ii) la limitación de la pobreza, el mantenimiento de los diversos 
sistemas sociales y culturales y la equidad social, y 

iii) la preservación de los sistemas físicos y biológicos —recursos 
naturales, en sentido amplio— que sirven de soporte a la vida de 
los seres humanos, con lo cual se tutelan diversos derechos inhe-
rentes a las personas, como los relativos a la vida, la salud, la ali-
mentación y al agua, entre otros.19

La trascendencia jurídica de la que señala el Tribunal nos lle-
va a reflexionar en torno a lo que significa el desarrollo sustenta-
ble frente a la teoría sociedad justa desarrollada con el enfoque de  
las capacidades como aproximación particular a la evaluación  
de la calidad de vida y a la teorización sobre la justicia social básica 
desarrollada por Martha Nussbaum. Para ella el umbral de capaci-

19	 Tesis XXVII.3o.16 CS (10a.), Semanario Judicial de la Federación, 22 de ju-
nio de 2018.
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dades mínimas está conformado por las 10 capacidades que toda 
sociedad debe garantizar a sus miembros: vida, salud física, inte-
gridad física, sentidos, imaginación y pensamiento, emociones, 
razón práctica, afiliación, otras especies —cuidado de la naturale-
za, juego y control sobre el propio entorno—.20 La capacidad vie-
ne a ser, por lo tanto, una especie de libertad: la libertad sustan-
tiva de alcanzar combinaciones alternativas de funcionamientos. 
Dicho de otro modo, no son simples habilidades residentes en el 
interior de una persona, sino que incluyen también las libertades 
o las oportunidades creadas por la combinación entre esas facul-
tades personales y el entorno político, social y económico.21

Para entender al desarrollo sustentable como derecho fun-
damental se requiere seguir la concepción de justicia de Rawls 
en la que se “requiere que todos los bienes sociales primarios 
sean distribuidos equitativamente en la sociedad, de suerte que 
una distribución desigual favorezca al individuo en la peor situa-
ción”.22 En el marco de la estructura básica de la sociedad con-
cebida por Rawls, las reglas que los asociados comparten están 
dictadas por instituciones como la constitución política o las 
principales disposiciones económicas y sociales. Tales institu-
ciones definen cargos y posiciones, cargas y beneficios, poderes 
e inmunidades, para todos aquellos que se rigen por ellas. Una 
teoría de justicia social como la de Rawls se ocupa, pues, de la 
adecuada distribución de derechos y deberes por parte de las ins-
tituciones que conforman la estructura básica de la sociedad.23 
Situación que es primordial para el desarrollo sustentable.

III. Hacia la regulación integral de los  
recursos energéticos para la salvaguarda  

de los derechos fundamentales

Para la regulación integral de los recursos energéticos y la salva-
guarda de los derechos fundamentales en indispensable la ges-

20	 Nussbaum, Martha, op. cit., p. 80.
21	 Idem.
22	 Rawls, John, Teoría de la Justicia, México, FCE, 1971.
23	 Caballero, José Francisco, “La Teoría de la Justicia de John Rawls”, Ibero 

Fórum, otoño, núm. II, año I, México, 2006, p. 3.
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tión de los recursos energéticos, la protección al ambiente y el 
desarrollo sustentable. La Constitución mexicana establece un 
marco jurídico que regula la gestión de los recursos energéticos, 
incluyendo la participación del Estado, la política comercial y la 
protección del medio ambiente. Estas regulaciones tienen un im-
pacto significativo en la forma en que se desarrolla la industria 
energética en el país y que permiten la salvaguarda de los dere-
chos humanos asociados al derecho al medio ambiente sano.

En los artículos 25, 26, 27 y 28, la Constitución establece los 
principios para la salvaguarda de los derechos fundamentales 
para la gestión integral y sustentable de los recursos energéti-
cos, que son bienes nacionales y que requieren como objetivos 
legítimos de interés público de una regulación con enfoque de 
derechos humanos. Atendiendo a lo que exige la Ley de Infraes-
tructura de la Calidad.24

Son las Normas Oficiales Mexicanas, las que tienen como fina-
lidad atender las causas de los problemas que afecten o pongan en 
riesgo a los OLIPs y aquellos objetivos señalados en los acuerdos y 
tratados internacionales suscritos por el Estado mexicano. Para el 
binomio ambiente/energía los OLIPs, son: protección y promoción 
a la salud; protección al medio ambiente y cambio climático; el uso 
y aprovechamiento de los recursos naturales; el sano desarrollo ru-
ral y urbano; obras y servicios públicos; y cualquier otra necesidad 
pública, en términos de las disposiciones legales aplicables.

Destaca que la ley señale la posibilidad de que se integren a 
estos OLIPs “cualquier otra necesidad pública, en términos de 
las disposiciones legales aplicables”.25 Es una oportunidad para 
incluir el derecho a la energía y a la electricidad como un dere-
cho humano de acceso universal que debería postular: todos los 
seres humanos tienen derecho a la energía y al acceso a la elec-
tricidad para satisfacer necesidades básicas.

Para la salvaguarda de los derechos fundamentales asociados 
al derecho a la energía se debe se tomar en cuenta los principios 
del artículo 27 constitucional en el que la estructura de bienes de 

24	 Diario Oficial de la Federación, Ley de Infraestructura de la Calidad, publi-
cada el 1 de julio de 2020.

25	 Idem, art. 10, frac. XV.
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propiedad nacional sobre los recursos energéticos condiciona las 
estrategias, la política energética y las modalidades de explotación 
que se llevan a cabo en el sector energético. Dentro de las condi-
cionantes por razones de interés público se cuenta con un man-
dato muy claro de protección ambiental, que tiene el objetivo de 
reducir el consumo y disminuir la generación de emisiones de ga-
ses de efecto invernadero y de otros contaminantes,26 y se enfoca 
en el desarrollo sustentable y la protección del medio ambiente. 
La energía renovable y la eficiencia energética son aspectos clave 
en este sentido, ya que se buscan reducir la dependencia de los 
combustibles fósiles y minimizar los impactos ambientales.

Para poder reconocer a la energía como un bien de satisfac-
ciones básicas y con ello construir los derechos fundamentales 
asociados a la justicia energética, se debe atender a lo que Rawls 
señala sobre el sentido usual de justicia que “consiste esencial-
mente en la eliminación de distinciones arbitrarias y el estableci-
miento, dentro de la estructura de una práctica, de un apropiado 
equilibrio entre pretensiones rivales”.27 Es decir considerando a 
la energía como un elemento para cubrir las necesidades bási-
cas, sin distinciones arbitrarias y estableciendo la infraestructura 
para su distribución y acceso a partir de un equilibrio entre los 
intereses, el interés público y el interés privado o personal.

El derecho el desarrollo sustentable como un derecho fun-
damental consagrado en la Constitución junto con el derecho al 
medio ambiente sano como un derecho humano, son los puntales 
del derecho a la energía y fundamento para la justicia energética 
que se concretan al cumplir con los compromisos internaciona-
les en materia de medio ambiente y cambio climático. Es de espe-
rarse que en tanto se acelere la transición energética de México 
se logre a su vez transitar hacia un modelo de justicia energética 
para la salvaguarda del derecho a la energía.

26	 Martinez Peniche, Íñigo G., “Interés privado versus interés público: siste-
mas energéticos y políticas climáticas en Canadá y México”, Norteamérica, 
CDMX, 2012, vol. 7, pp. 79-105, http://www.scielo.org.mx/scielo.php?scrip-
t=sci_arttext&pid=S1870-35502012000300003&lng=es&nrm=iso>. ISSN 
2448-7228.

27	 Cfr., Rawls, J., Two concepts of rules, Oxford, Theories of Ethics, 1967, pp. 
144 y ss, Rawls, J., Justicia como equidad, Materiales para una teoría de la 
justicia, ed. castellana, Madrid, 1986, p. 19. 
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